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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

Cuernavaca, Morelos, a diecisiete de 

agosto del año dos mil veintitrés. 

 
 

V I S T O S para resolver los autos del toca civil 

número 465/2023-7, formado con motivo del recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada, en contra de 

la sentencia definitiva de quince de mayo de dos mil veintitrés, 

dictada por la Juez Primero Civil de Primera Instancia del 

Primer Distrito Judicial del Estado de Morelos, en el JUICIO  

ORDINARIO CIVIL SOBRE PAGO DE DAÑOS, 

PERJUICIOS Y DAÑO MORAL, promovido por 

[No.1]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.2]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.3]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.4]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.5]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.6]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], 

[No.7]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2] y 

[No.8]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_

[2], en contra de 

[No.9]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_dema

ndado_[3], identificado con el número de expediente 

09/2022-3; y, 

 
 

R E S U L T A N D O S: 
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1. El quince de mayo de dos mil veintitrés, la 

Juzgadora primaria dictó sentencia definitiva al tenor de los 

siguientes puntos resolutivos: 

 
“…PRIMERO.- Este Juzgado Primero Civil de 

Primera Instancia del Primer Distrito Judicial en el 

Estado de Morelos, es competente para conocer y 

resolver el presente asunto y la vía elegida es la 

correcta. 

        SEGUNDO.- La parte actora 

[No.10]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.11]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.12]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.13]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.14]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.15]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2] Y 

[No.16]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2] y 

[No.17]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], acreditaron parcialmente la acción 

ejercitada contra 

[No.18]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_demandado_[3], quien no acreditó las defensas 

y excepciones  que opuso, por las razones expuestas 

en este fallo, en consecuencia: 

   TERCERO.- Se condena al demandado 

[No.19]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_demandado_[3] a pagar a los aquí actores 

[No.20]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.21]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.22]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.23]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.24]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2], 

[No.25]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2] Y 

[No.26]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_actor_[2] y 

[No.27]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA el_actor_[2], por concepto de daños la 

cantidad que resulte por concepto de pago de 

honorarios de abogados, previo el incidente 

liquidación que en ejecución de sentencia 

promueva el actor. 

 CUARTO.- Se absuelve al demandado 

[No.28]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_demandado_[3] del pago de perjuicios y daño 

moral e interés legal que le fue reclamado por el 

actor, por los motivos expuestos en el presente fallo. 

 QUINTO.- Se condena al demandado 

[No.29]_ELIMINADO_el_nombre_completo_d

el_demandado_[3],  al pago de gastos y costas 

originados en la presente instancia, previo el 

incidente de liquidación que en ejecución de 

sentencia formule el actor.  

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE.” 

 
 
2. En desacuerdo judicial con la resolución antes 

citada, la parte demandada interpuso recurso de apelación, el 

cual fue admitido por la Juez natural en el efecto devolutivo, 

remitiendo a esta Alzada los autos del expediente principal 

para la substanciación del recurso citado, el cual fue tramitado 

con las formalidades establecidas en la ley, quedando los 

autos en estado de pronunciar la sentencia respectiva; y, 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I. COMPETENCIA. Esta Tercera Sala del Primer 

Circuito Judicial del Tribunal Superior de Justicia del Estado, es 

competente para resolver el medio de impugnación planteado, 

acorde con lo dispuesto por los artículos 89, 91 y 99 fracción 

VII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, en relación con los numerales 2, 3 fracción I, 4, 5 

fracción I, 37 y 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Morelos; así como el 14, 24, 27, 28, 31 y 32 de su 

Reglamento, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad” de treinta de agosto de mil novecientos noventa y 

cinco, bajo el número 3759, así como lo dispuesto por los 
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artículos 530, 534 fracción I y 550 del Código Procesal Civil del 

Estado de Morelos. 

 

II. LEGITIMACIÓN, PROCEDENCIA Y 

OPORTUNIDAD DEL RECURSO. El recurso de apelación que 

nos ocupa fue interpuesto por la parte demandada, de ahí que 

está legitimado para inconformarse en contra de la sentencia 

definitiva de fecha quince de mayo de dos mil veintitrés, 

dictada por la Juez Primero Civil de Primera Instancia del 

Primer Distrito Judicial del Estado.  

 
Por otra parte, el artículo 532 del Código Procesal 

Civil vigente en el Estado de Morelos, establece las hipótesis 

en que procede el recurso de apelación: 

 
“…ARTÍCULO 532. Resoluciones apelables. 
Sólo podrán ser objeto de apelación las 
siguientes resoluciones de primera instancia: 
I.- Las sentencias definitivas e 
interlocutorias, en toda clase de juicios, 
excepto cuando la Ley declare 
expresamente que no son apelables; y, 
II.- Los autos, cuando expresamente lo 
disponga este Código. 
La apelación que sólo afecte parte de la 
resolución de que se trate, no impide que ésta 
quede firme y se ejecute en lo que no fue 
materia del recurso…”. 
 

De la interpretación literal del precepto transcrito 

se aprecia que el recurso que nos ocupa es el medio de 

impugnación idóneo para combatir la sentencia disentida, en 

virtud de tratarse de una determinación judicial que puso fin 

al juicio, lo que en la especie actualiza la hipótesis prevista en 

la fracción I del artículo 532 del Código Procesal Civil vigente 

en el Estado.  

 

Asimismo, conforme a lo dispuesto por el artículo 

534 del mismo cuerpo de leyes, el recurso de apelación debe 

interponerse dentro de los cinco días siguientes al de la 



“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 
 

5 
                                                                                       

 TOCA CIVIL: 465/2023-7. 
EXP.  NÚMERO: 09/2022-3. 

JUICIO: ORDINARIO CIVIL SOBRE PAGO DE DAÑOS, 
PERJUICIOS Y DAÑO MORAL. 

MAGISTRADO PONENTE: M. EN D. RAFAEL BRITO MIRANDA. 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

 
H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

notificación de la resolución recurrida. En el caso, de las 

constancias de autos, se advierte que la sentencia combatida, 

fue notificada a la parte demandada, el dieciséis de mayo de 

dos mil veintitrés, por lo que, el plazo de cinco días previsto en 

la Legislación Adjetiva Civil para interponer el recurso que nos 

ocupa transcurrió del diecisiete al veintitrés de mayo de dos 

mil veintitrés. En esas condiciones, dado que el recurrente 

presentó ante el A quo el recurso de apelación el veintitrés de 

mayo de dos mil veintitrés, es de concluirse que su 

interposición fue oportuna.  

 

III. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS. Los motivos 

de inconformidad esgrimidos por el apelante aparecen 

consultables en el toca en que se actúa, sin que sea necesario 

transcribir estos, para cumplir con los principios de 

congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 

principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos 

a debate, derivados del escrito de expresión de agravios, su 

estudio y  la respuesta de estos, la cual debe estar vinculada y 

corresponder a los planteamientos de legalidad efectivamente 

esbozados por las partes.  

 

En esa sintonía tiene aplicación la tesis de 

jurisprudencia cuyo rubro y texto exponen: 

  

“…AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCION DE 
LOS MISMOS EN LA SENTENCIA, NO CONSTITUYE 
VIOLACION DE GARANTIAS1. El hecho de que la sala 
responsable no haya transcrito los agravios que el 
quejoso hizo valer en apelación, ello no implica en 
manera alguna que tal circunstancia sea violatoria de 

                                                           
1 Registro digital: 214290 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Materia(s): Civil 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo XII, Noviembre de 1993, página 288 
Tipo: Aislada 
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garantías, ya que no existe disposición alguna en el 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
que obligue a la sala a transcribir o sintetizar los agravios 
expuestos por la parte apelante, y el artículo 81 de éste 
solamente exige que las sentencias sean claras, precisas 
y congruentes con las demandas, contestaciones, y con 
las demás pretensiones deducidas en el juicio, 
condenando o absolviendo al demandado,  así como 
decidiendo todos los puntos litigiosos sujetos a debate. 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO…”. 

 

IV. ANÁLISIS DEL RECURSO. Los agravios 

expresados por el inconforme son fundados, por las 

consideraciones lógico-jurídicas siguientes: 

 

En efecto, el disconforme en su primer motivo de 

disenso se duele del estudio y análisis efectuado por la 

Juzgadora en la sentencia apelada en torno a la procedencia 

de la vía, puesto que sostiene se vulneró el derecho 

fundamental de tutela judicial efectiva en su vertiente de 

impartición de justicia completa y correcta, así como del debido 

proceso previstos en el artículo 17 de la Constitución Federal, 

por estimar que en el caso se inobservó un presupuesto 

procesal. 

 

Ello en virtud de que la Juzgadora reconoce que 

la vía intentada no es la correcta, ya que los juicios que versan 

sobre el pago de los daños y perjuicios se ventilan en la vía 

sumaria tal como lo prevé el numeral 604 fracción VI del 

Código Adjetivo Civil vigente en el estado, no obstante lo 

anterior la Juzgadora sostiene que aunque el juicio se tramitó 

en la vía ordinaria ello no causó perjuicio a las partes, por 

considerar que se les otorgaron mayores plazos para su 

defensa. Lo que en apelante sostiene es contrario al derecho 

fundamental de correcta y debida fundamentación, puesto que 

el numeral referido prevé que la responsabilidad civil que 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

provenga de una causa extracontractual y la que se origine por 

el incumplimiento de los contratos se ventilarán en la vía 

sumaria, lo que en el caso acontece ya que los actores le 

reclaman el pago de los daños y perjuicios, así como el daño 

moral, por lo que el presente juicio debió tramitarse en la vía 

sumaria y no en la vía ordinaria como aconteció.    

 

Lo anterior como se anticipó es fundado, puesto 

que con relación a la idoneidad de la vía en la que se intenta 

las pretensiones que se demandan, debe decirse que, el 

derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no 

es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones 

y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. 

 

Por ello, las leyes procesales determinan cuál es 

la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la 

prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas 

tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse 

previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 

acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio en la vía 

escogida por el actor es procedente, pues de no serlo el Juez 

estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas.  

 

Lo anterior justifica que el estudio de la 

procedencia del juicio sea una cuestión de orden público, que 

debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena 

el procedimiento en que deben tramitarse las diversas 

controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas 

formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas 

en la ley.  
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Bajo ese orden de ideas, debemos considerar que 

la garantía de acceso a la justicia o a la tutela jurisdiccional 

para los gobernados está contemplada en el artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

segundo párrafo, el cual en su parte conducente establece 

textualmente que:  

 

“…Artículo 17. ... Toda persona tiene derecho a que se 
le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que 
fijen las leyes..." 

 

Esta garantía a la tutela jurisdiccional consiste 

básicamente, en el derecho que los gobernados tienen para 

solicitar a determinados órganos legalmente competentes que 

ejerzan la función jurisdiccional, la cual es una potestad 

atribuida  estos para dirimir cuestiones contenciosas entre los 

gobernados pero, al mismo tiempo, es un deber impuesto a 

esos órganos, pues los mismos no pueden negarse a 

administrar justicia, ni a utilizar los mecanismos jurídicos 

establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 

jurisdiccional.  

Empero, dicha garantía no es absoluta ni 

irrestricta a favor de las personas. Esto es así, porque el 

Constituyente otorgó a los órganos legislativos secundarios el 

poder de establecer los términos y los plazos en los que la 

función jurisdiccional se debe realizar. El propio Constituyente 

estableció un límite claramente marcado al utilizar la frase "en 

los plazos y términos que fijen las leyes", misma que no sólo 

implica las temporalidades en que se debe hacer la solicitud de 

jurisdicción, sino que incluye, además, todas las formalidades, 

requisitos y mecanismos que el legislador prevea para cada 

clase de procedimiento. 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

Lo anterior significa que al expedirse las 

disposiciones reglamentarias de las funciones jurisdiccionales, 

pueden fijarse las normas que regulan la actividad de las 

partes en el proceso y la de los Jueces cuya intervención se 

pide, para que decidan las cuestiones surgidas entre los 

particulares. 

 

Esa facultad del legislador tampoco es absoluta, 

pues los límites que imponga deben encontrar justificación 

constitucional, de tal forma que sólo pueden imponerse 

cuando mediante ellos se tienda al logro de un objetivo de 

mayor jerarquía constitucional.  

 

Así, la existencia de determinadas formas y de 

plazos concretos para acceder a la justicia no tiene su origen 

en una intención caprichosa del Constituyente de dotar al 

legislador ordinario con un poder arbitrario. Por el contrario, 

responde a la intención de aquél de facultar a éste para que 

pueda establecer mecanismos que garanticen el respeto a las 

garantías de seguridad jurídica y dentro de éstas, la de 

legalidad en los procedimientos. 

 

Esas garantías de seguridad jurídica se 

manifiestan como la posibilidad de que los gobernados tengan 

certeza de que su situación jurídica no será modificada más 

que por procedimientos regulares, establecidos previamente, 

es decir, bajo los términos y plazos que determinen las leyes, 

como lo establece el precitado artículo 17 constitucional. De 

esta forma, se dota al legislador ordinario con la facultad de 

emitir leyes procesales mediante las cuales se regulen los 

modos y condiciones para la actuación de los sujetos de la 

relación jurídica procesal.  
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Entonces, esas condiciones que se establecen 

previniendo los posibles conflictos que puedan darse son 

mecanismos que sirven para preservar la seguridad jurídica de 

los implicados en la tutela jurisdiccional. Así, el solicitante 

sabrá exactamente cuándo y ante quién debe ejercer su 

derecho, los requisitos que debe reunir para hacerlo, los plazos 

para ofrecer y desahogar sus pruebas, etcétera. De la misma 

manera, la parte demandada sabrá cuándo y cómo contestar 

la demanda, ofrecer y desahogar sus pruebas, etcétera, ya que 

esas condiciones pueden variar dependiendo de cada uno de 

los procedimientos establecidos por las leyes procesales.  

 

Por ello se puede afirmar que los diversos 

procedimientos que el legislador prevé para el cumplimiento 

del derecho de acceder a la justicia existen con la finalidad de 

garantizar la seguridad jurídica de los gobernados y, por tanto, 

con el solo hecho de seguir un procedimiento en una vía 

incorrecta se violan los derechos sustantivos de las partes en 

el proceso, pues no se respeta esa garantía de seguridad y se 

rompe con lo dispuesto por el artículo 17 constitucional, debido 

a que no se administra justicia en los plazos y términos 

establecidos en las leyes.  

 

Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, 

se insiste debe analizarse de oficio porque la ley expresamente 

ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas 

controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas 

formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas 

en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita 

la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que 

la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso 

correspondiente o a través de una excepción, ello no implica 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 

establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por 

tanto, se debe estudiar de oficio dicho presupuesto -como ya 

se dijo-, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de 

legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 

constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser 

privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento. Entonces, en aras 

de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, 

debe asegurarse siempre que la vía elegida por el solicitante 

de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la 

contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia 

definitiva y aun cuando las partes no la hubieran impugnado 

previamente. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 

cuyo rubro y texto exponen: 

 

“…PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 
PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 
ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL 
FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. 2El derecho 
a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
no es ilimitado, sino que está restringido por diversas 
condiciones y plazos utilizados para garantizar la 
seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan 
cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo 
cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida 
por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal 
que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, 
porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a 

                                                           
2Registro digital: 178665 

Instancia: Primera Sala 

Novena Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 25/2005 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 

2005, página 576 

Tipo: Jurisprudencia  
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efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es 
procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido 
para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el 
estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión 
de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley 
expresamente ordena el procedimiento en que deben 
tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los 
particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 
excepciones expresamente señaladas en la ley. En 
consecuencia, aunque exista un auto que admita la 
demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin 
que la parte demandada la hubiere impugnado 
mediante el recurso correspondiente o a través de una 
excepción, ello no implica que, por el supuesto 
consentimiento de los gobernados, la vía establecida por 
el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el 
juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque 
de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad 
y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 
constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede 
ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento. Luego entonces, el 
juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de 
las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de 
que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la 
procedente, en cualquier momento de la contienda, 
incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, 
por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio 
de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 
hubieran impugnado previamente. 

  

Bajo ese orden de consideraciones, se determina 

que la vía elegida por la parte actora para hacer el reclamo de 

las pretensiones que demanda no es la correcta, en 

observancia a que 

[No.30]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.31]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.32]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.33]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.34]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.35]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.36]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] y 

[No.37]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

demandaron de 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

[No.38]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_

[3], lo siguiente: 

 

El pago de la cantidad de $180,000.00 (CIENTO 

OCHENTA MIL PESOS 00/100 M.N.), por concepto de los daños 

y perjuicios ocasionados por la demandada, al haberlos 

llamado a juicio en la vía de medios preparatorios; el pago del 

daño moral por el menoscabo sufrido a su honra, prestigio y 

reputación; el interés legal que cause la cantidad referida; y el 

pago de gastos y costas.  

 

Pretensiones que reclamaron en la vía ordinaria 

civil, empero no es la correcta para exigir las prestaciones de 

reparación de daño por responsabilidad civil tanto objetiva 

como subjetiva, el pago de los daños y perjuicios ocasionados, 

así como la indemnización por daño moral, en virtud de que, 

si bien es cierto, el artículo 349 de la legislación adjetiva civil 

en vigor en el estado, prevé que se tramitarán en la vía 

ordinaria civil los litigios judiciales; también lo es que prevé los  

casos de excepción al establecer que los juicios no se 

tramitarán en vía ordinaria, sino cuando la propia ley prevea 

una vía distinta o de tramitación especial, como sucede en el 

caso, donde es menester atender lo previsto en el numeral 604 

del Código Procesal Civil vigente en el Estado, en atención a las 

prestaciones reclamadas, el cual dispone: 

 
 “…ARTÍCULO 604.- Cuándo procede el juicio 
sumario. Se ventilarán en juicio sumario: 
 
I.- Las demandas que versen sobre contratos de 
arrendamiento de muebles, alquiler, depósito, 
comodato, aparcería, transportes y hospedaje; 
 
II.- Las demandas que tengan por objeto la firma de 
una escritura, la elevación de convenio a instrumento 
público o el otorgamiento de un documento; y cuando 
la falta de forma de un acto jurídico produzca su 
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nulidad, si la voluntad de las partes ha quedado 
indubitable y no se trata de un acto revocable, cualquier 
interesado puede exigir que el acto se otorgue en la 
forma prescrita por la Ley; 
 
III.- Los cobros judiciales de honorarios debidos a 
peritos, abogados, médicos, notarios, ingenieros y 
demás personas que ejerzan una profesión o encargo o 
presten algún servicio de carácter técnico para cuyo 
ejercicio estén legalmente autorizados. Si los honorarios 
de peritos y de abogados proceden de su intervención 
en un juicio, podrán también reclamarse en la vía 
incidental, dentro del mismo; 
 
IV.- La rendición de cuentas por abogados, tutores, 
interventores, administradores y por todas aquellas 
personas a quienes la Ley o el contrato imponen esa 
obligación. Si esa vinculación se deriva de 
nombramiento o procedimientos en juicio, no se seguirá 
la vía sumaria, sino que, dentro del mismo juicio, el Juez 
ordenará, a petición de parte, la rendición de cuentas y 
en lo demás se procederá conforme a las reglas de la 
ejecución forzosa; 
 
V.- La constitución necesaria del patrimonio de familia 
y la oposición a ella de terceros con interés legítimo y, 
en general, cualquier controversia que sobre dicho 
patrimonio se suscite; 
 
VI.- La responsabilidad civil que provenga de 
causa extracontractual, y la que se origine por 
incumplimiento de los contratos enumerados en 
este Artículo; 
 
VII.- La consignación en pago para extinguir una 
obligación y la oposición que en su caso se suscite; 
 
VIII.- Las que tengan por objeto la constitución, 
ampliación, división, registro o cancelación de una 
hipoteca, así como la prelación o pago del crédito que 
garantice; 
 
IX.- Las demandas por partición hereditaria o disolución 
de cualquier otro condominio, cuando sea cuestionado 
el derecho a efectuarla. En este caso, la demanda debe 
promoverse contra todos los herederos o condóminos y 
contra los acreedores que tengan gravámenes reales 
sobre los bienes comunes o hayan reclamado sus 
créditos, siguiéndose las reglas del litisconsorcio 
necesario; 
 
X.- Las que se funden en título ejecutivo que contenga 
obligaciones de hacer o de no hacer; 
 
XI.- Las demandas que versen sobre pretensión, 
declarativa o constitutiva que no tengan señalado otro 
procedimiento especial en este Código; 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA XII.- Las cuestiones relativas a servidumbres legales y 

que consten en instrumento público, los conflictos sobre 
cuestiones de derechos de preferencia; y, 
 
XIII.- Las demandas que versen sobre las cuestiones 
relativas a la rectificación de actas del Registro Civil; y 
 
XIV.- Los demás negocios para los que la Ley determine 
de una manera especial la vía sumaria. 
 

 

  Precepto legal que en su fracción VI, establece 

que se tramitarán en la vía sumaria el reclamo relativo a la 

responsabilidad civil que provenga de causa extracontractual, 

por lo que el juicio incoado por la parte actora debió 

ineludiblemente substanciarse en la vía sumaria, al preverlo 

así la legislación adjetiva de la materia en vigor.  

 

Por lo que la Juzgadora de origen al analizar la 

procedencia de la vía, debió declararla improcedente porque 

claramente las pretensiones  reclamadas por la parte actora, 

no son susceptibles de ventilarse a través de la vía ordinaria 

civil, en atención a que el Código Procesal Civil del estado, 

establece una vía especial; lo que lejos de causar perjuicio a 

las partes implica la protección de derechos humanos, que 

incluye el derecho a la legalidad y a garantías judiciales, siendo 

inaceptable soslayar disposiciones de orden público en 

perjuicio de la legalidad y certeza jurídicas; 

consecuentemente, la obligación de tramitar los 

procedimientos en la vía idónea, para emitir una sentencia 

válida, no transgrede derechos fundamentales, sirviendo de 

apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que expone: 

 

“…PROCEDENCIA DE LA VÍA. LA OBLIGACIÓN DE 
TRAMITAR LOS PROCEDIMIENTOS EN LA 
IDÓNEA, PARA EMITIR UNA SENTENCIA VÁLIDA, 
NO TRANSGREDE DERECHOS FUNDAMENTALES.3 

                                                           
3 Época: Décima Época  
Registro: 2012431  
Instancia: Segundo Tribunal Colegiados en Materia Civil del Tercer de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
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La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en las jurisprudencias 1a./J. 25/2005 y 1a./J. 
74/2005, publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXI y 
XXII, abril y agosto de 2005, páginas 576 y 107, 
respectivamente, de rubros: "PROCEDENCIA DE LA 
VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 
ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL 
FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA." y 
"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA 
INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL 
DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU 
GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", sostuvo que el 
juzgador está facultado para examinar de oficio la vía 
elegida en la demanda, incluso en sentencia y, en caso 
de estimar que no es la que legalmente proceda, no 
podrá resolver el fondo del asunto, sino que declarará 
la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos 
de las partes para que los ejerzan en la vía idónea; 
asimismo, estableció que la tramitación de un 
procedimiento en una vía incorrecta, causa un agravio 
a las partes por no respetar el derecho fundamental a 
la seguridad jurídica, dado que la vía no puede quedar 
a la voluntad de las partes, ni convalidarse. Por ende, 
quien inste un procedimiento debe someterse a las 
formalidades y condiciones que la ley disponga, como 
lo es tramitarlo en la vía idónea; formalidad procesal 
objetiva y razonable, que resguarda los derechos de 
tutela jurisdiccional, debido proceso y legalidad, 
evitando así que los demandados se vean sometidos a 
procedimientos irregularmente tramitados por elección 
de la actora; sin que ello implique denegación de 
justicia, ya que de esta forma es que se permite al 
gobernado acudir al juicio pues, de lo contrario, se 
violaría el derecho del demandado. No obsta que el 
artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos contemple el derecho 
humano de ser oído en juicio con las debidas garantías 
(acceso a la justicia), ya que no es irrestricto, sino en 
atención a las normas que regulan la procedencia de 
cada juicio. Considerar lo contrario implicaría 
desconocer lo que dispone el artículo 27, numeral 2, de 
la citada convención, que prevé un bloque duro de 
protección de derechos humanos, el cual incluye el 
derecho a la legalidad y a garantías judiciales, por ello, 
es que no puede entenderse que el derecho de acceso 
a la justicia, ni la interpretación "progresiva" ni "pro 
personae", permitan que las controversias se resuelvan 
en la vía que arbitrariamente elija el actor, pues se 
llegaría al extremo de que con el pretexto de garantizar 
el derecho humano del actor, se resuelva un asunto 
sustanciado en una vía incorrecta, alterando las reglas 
del procedimiento en perjuicio del debido proceso y la 
equidad procesal entre las partes, lo que acarrearía 

                                                           
Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: III.2o.C.56 C (10a.)  
Página: 2676 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA actuar fuera de la normatividad, aspecto inaceptable 

pues se soslayarían disposiciones de orden público en 
perjuicio de la legalidad y certeza jurídicas; 
consecuentemente, la obligación de tramitar los 
procedimientos en la vía idónea, para emitir una 
sentencia válida, no transgrede derechos 
fundamentales. 
 

 

 

Así concurre al Juzgador, en aras de garantizar 

la seguridad jurídica de las partes en el proceso, asegurarse 

siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia es 

la procedente incluso en cualquier momento de la contienda, 

o bien al dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar 

de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun 

cuando las partes no la hubieran impugnado previamente y, 

en caso de que advierta que la vía propuesta no es la que 

legalmente procede para el caso concreto, resolver de esa 

manera dejando a salvo los derechos de las partes para que 

puedan ejercerlos en la vía que consideren correcta, y no 

como en la especie aconteció donde si bien la Juzgadora  

abordó tal análisis, estimó que la vía ordinaria en la que se 

substanció  el procedimiento no causó perjuicio a las partes, 

ya que se les otorgaron mayores plazos para su defensa. 

 

Lo anterior, porque el Juzgador no tiene la 

facultad de seguir un procedimiento que no es el que el 

legislador previó para el caso concreto y, antes de proceder al 

análisis de los elementos de las acciones y excepciones de las 

partes, tiene la obligación de cerciorarse de que el camino 

procesal elegido por la parte actora es el idóneo por preverlo 

así la ley. Porque si bien el Juzgador es el rector del 

procedimiento, su actuación judicial está limitada a lo que la 

norma le faculta, por ello no pueden hacer más de lo que la 

ley les permite; de ahí que resulte incorrecta la consideración 

de la Juez primaria al establecer que la diferencia entre la vía 

ordinaria y la sumaria radique en los plazos procesales 
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contemplados en cada una de las mismas y que con ello se 

otorga mayor oportunidad de defensa a las partes, toda vez 

que -como ya se explicó- las diversas formas procesales en las 

que las partes pueden hacer valer sus derechos, tienen como 

finalidad brindarles seguridad  y certeza jurídicas de que lo ahí 

resuelto no puede modificarse fuera de las formas y plazos 

contemplados en la ley Instrumental de la materia, lo que en 

forma inexorable tampoco se encuentra sujeta a variación o 

interpretación de la Juez primigenia. Por lo anterior se 

determina que la vía ordinaria civil intentada por la parte 

actora para substanciar lo reclamado no es la correcta, que al 

haberse tramitado en forma y términos diversos a lo ordenado 

en la Ley adjetiva civil en vigor en el estado, se vulneraron las 

formalidades esenciales del procedimiento, derecho 

fundamental contemplado en  el Pacto Federal en su numeral 

14, a lo que se debe ineludiblemente atender en observancia 

de las normas procesales que son de orden público, como 

también lo mandata en forma expresa el  numeral 3 del Código 

Procesal Civil vigente en el estado. 

 

 

Por lo que asiste razón al recurrente al aducir 

que la Juzgadora de origen vulneró las formalidades 

procesales, al no  haber abordado de forma correcta el análisis 

de un presupuesto procesal que al no colmarse en el caso, se 

encontraba impedida para abordar el análisis de fondo de la 

presente contención, de ahí que el juicio emprendido por la 

parte actora al haberse substanciado en una vía incorrecta, 

trae como consecuencia revocar  la sentencia disentida, 

dejando a salvo los derechos de las partes para que si lo 

estiman pertinente los hagan valer en la vía y forma que 

establece la ley. 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

Sin soslayar que el apelante adujo otros motivos 

de disenso; sin embargo, al haber resultado fundado el 

relativo a la improcedencia de la vía, trae como consecuencia 

dejar insubsistente todo lo actuado en el presente juicio.  

 

Por otro lado, Conviene precisar que la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el derecho 

fundamental a una tutela judicial efectiva, previsto en los 

artículos 17 de la Constitución Federal y, 8º y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, es un 

derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de 

los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de 

manera pronta y expedita a tribunales independientes e 

imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, 

con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten 

ciertas formalidades se decida sobre la pretensión o la 

defensa, y en su caso, se ejecute tal decisión. 

 

En ese sentido, se ha manifestado que este 

derecho impone la obligación al Estado a no supeditar el 

acceso a los tribunales a condición alguna, pues de 

establecerse cualquiera, ésta constituiría un obstáculo entre 

los gobernados y los tribunales, por lo que este derecho se ve 

afectado por aquellas normas que imponen requisitos 

impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, si 

tales trabas resultan innecesarias, excesivas y carentes de 

razonabilidad o proporcionalidad respecto de los fines que 

lícitamente puede perseguir el legislador.  

 

Por eso, ha precisado que no todos los requisitos 

para acceder a un proceso pueden ser considerados 

inconstitucionales, como ocurre con aquéllos que respetando 

el contenido de ese derecho fundamental, están enderezados 

a preservar otros derechos, bienes o intereses 
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constitucionalmente protegidos y guardan la adecuada 

proporcionalidad con la finalidad perseguida, como lo son la 

admisibilidad de un escrito; la legitimación activa y pasiva de 

las partes; la representación; la oportunidad en la 

interposición de la acción, excepción o defensa, recurso o 

incidente; la competencia del órgano ante el cual se 

promueve; la exhibición de ciertos documentos de los cuales 

depende la existencia de la acción; y, la procedencia de la vía. 

 
 Al referirse al derecho a una tutela judicial 

efectiva y a la procedencia de la vía, la Primera Sala del más 

Alto Tribunal del País señaló que las leyes procesales 

determinan la vía en que debe tramitarse cada acción, por lo 

cual, la prosecución en un juicio en la forma establecida por 

aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal, cuyo 

estudio es de orden público, y que debe atenderse 

previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 

acciones solo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía 

escogida es procedente, pues de no serlo, las autoridades 

jurisdiccionales estarían impedidas para resolver sobre las 

acciones planteadas. 

 

 Por ello, la ley expresamente ordena el 

procedimiento en que deben tramitarse las diversas 

controversias, sin permitirse a los particulares adoptar 

diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente 

señaladas en la ley. 

 A falta de los requisitos de procedencia de la 

vía, se actualiza la improcedencia de una acción, cuyos efectos 

variarán dependiendo de las reglas que se establezcan en la 

legislación ordinaria competente y las condiciones que puedan 

determinarse, pues podría generar el impedimento para 

intentar nuevamente la acción, o bien, acudir a la instancia 

adecuada a resolver la cuestión de fondo planteada. 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

 

 Lo importante en cada caso será que para poder 

concluir que existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a 

los tribunales, es necesario que se verifique la inexistencia de 

impedimentos jurídicos o fácticos que resulten carentes de 

racionalidad, proporcionalidad o que resulten discriminatorios. 

 

 Por consiguiente, la ley aplicable no deberá 

imponer límites a ese derecho, aunque sí la previsión de 

requisitos y formalidades esenciales para el desarrollo del 

proceso, por lo que los órganos encargados de administrar 

justicia deben asumir una actitud de facilitadores de acceso a 

la jurisdicción. 

 Sobre este aspecto, la CoIDH al resolver el Caso 

Myrna Mack Chang Vs. Guatemala (Sentencia de veinticinco 

de noviembre de 2003 Fondo, Reparaciones y Costas, Párrafo 

211.) señaló que los jueces como rectores del proceso tienen 

el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con la 

finalidad de no sacrificar la justicia y el debido proceso en pro 

del formalismos y la impunidad. 

 

 Y en esa misma tesitura, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos al interpretar el artículo 

25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 

el informe 105/99 emitido en el caso 10.194, “Palacios, 

Narciso-Argentina”, de veintinueve de septiembre de mil 

novecientos noventa y nueve estableció: 

 
 “…61. Es precisamente este tipo de irregularidades las 
que trata de prevenir el derecho a la tutela judicial 
efectiva, garantizado en el artículo 25 de la Convención, el 
cual impide que el acceso a la justicia se convierta en un 
desagradable juego de confusiones en desmedro de los 
particulares. Las garantías a la tutela judicial efectiva y al 
debido proceso imponen una interpretación más justa y 
beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la 
justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que 
extremar las posibilidades de interpretación en el sentido 

más favorable al acceso a la jurisdicción…”. 
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 Con relación a lo anterior, al resolver el amparo 

directo en revisión 1080/2014, la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación señaló que el principio pro 

actione está encaminado a no entorpecer ni obstruir el 

derecho a la tutela judicial efectiva, por lo que, ante la duda, 

los requisitos y presupuestos procesales siempre deberán ser 

interpretados en el sentido más favorable a la plena 

efectividad de ese derecho humano, esto es, en caso de duda 

entre abrir o no un juicio en defensa de un derecho humano, 

por aplicación de ese principio, se debe elegir la respuesta 

afirmativa. 

 

 Más aún, la Primera Sala de la Suprema Corte 

de la Nación al resolver la contradicción de tesis 74/2009 

reconoció que este principio interpretativo deriva del principio 

pro persona. Lo anterior con base en que este principio 

permite establecer que, ante eventuales interpretaciones 

distintas de una misma norma, se debe optar por aquélla que 

conduzca a una mejor protección de los derechos 

fundamentales, descartando así las que restrinjan o limiten su 

ejercicio.  

 

Finalmente, no puede soslayarse que el quince 

de septiembre de dos mil diecisiete, fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación la adición de un tercer párrafo al 

artículo 17 de la Constitución Federal, cuya redacción se 

encuentra en los términos siguientes:  

 

“…Artículo 17. […] Siempre que no se afecte la igualdad 
entre las partes, el debido proceso u otros derechos en 
los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, 
las autoridades deberán privilegiar la solución del 
conflicto sobre los formalismos procedimentales […].” 
  

Así, en la exposición de motivos para la reforma 

constitucional se señaló que en el Estado mexicano predomina 
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la percepción de que la justicia funciona mal, y dos de los 

mayores problemas que se perciben son la injusticia y la 

desigualdad; añadiéndose que en la actualidad se confunde la 

aplicación de normas con la impartición de justicia, lo cual 

causa insatisfacción y frustración en la sociedad y convierte al 

sistema de impartición de justicia en un sistema que genera 

injusticias. 

 Lo anterior se considera así, pues en la referida 

exposición de motivos se dijo que predomina una ideología 

procesalista que impide la resolución de fondo de los conflictos 

planteados ante los tribunales. Se observó que en la 

impartición de justicia, en todos los niveles de gobierno, las 

leyes se aplican de forma tajante o irreflexiva, y no se valora 

si en la situación particular cabe una ponderación del derecho 

sustantivo por encima del derecho adjetivo para resolver la 

controversia.  Por lo anterior, el Constituyente fue 

categórico en señalar que la referida reforma constitucional 

exige un cambio de mentalidad en las autoridades 

jurisdiccionales para que no se opte por la resolución más 

sencilla o rápida, sino por aquélla que decida efectivamente la 

controversia y la aplicación del derecho sustantivo. 

 

Por lo anterior, el planteamiento de la parte 

actora es atendible para establecer la interpretación que debe 

darse a las normas aplicadas al caso concreto, a fin de que 

resulte acorde con los parámetros y alcances que ha 

establecido el Alto Tribunal, con respecto al derecho a una 

tutela judicial efectiva, pues la interpretación realizada por los 

órganos del Estado, incluidos los tribunales ordinarios y los de 

amparo, de ninguna manera puede ser vinculante. 

 

De esta manera, se establece que al declararse 

de oficio la improcedencia de la vía ejercida por la parte 

actora, donde la consecuencia es que se le dejen sus derechos 
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a salvo para que los deduzca en la vía y forma que 

corresponda, siendo válidas las pruebas rendidas por las 

partes, sin perjuicio de la calificación que de ellas se hagan 

posteriormente. 

 

 Así, la determinación de dejar a salvo sus 

derechos para hacerlos valer en la vía y forma que 

corresponda no debe ser considerado un simple postulado 

abstracto, sino que ello debe ser real y materialmente posible; 

esto es, permitir a los promoventes iniciar un nuevo 

procedimiento en la vía y términos correspondientes, en 

donde puedan dar operatividad al reconocimiento otorgado de 

dejar a salvo sus derechos. 

 

 De esta manera, no basta con dejar a salvo los 

derechos de 

[No.39]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.40]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.41]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.42]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.43]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.44]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

[No.45]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] y 

[No.46]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

para hacerlos valer en los términos procedentes, sino que 

debe garantizarse efectivamente la posibilidad de acudir a una 

instancia judicial a hacer su reclamo, a efecto de garantizar su 

derecho a una tutela judicial efectiva. 

 

 Lo anterior, en el entendido que sólo puede 

operar en aquellos casos en los que la causa por la que se 

perdió la posibilidad de acudir a la vía derive de cuestiones no 

imputables a los interesados y con motivo de una decisión, 

que en casos sucede hasta la sentencia definitiva que se 
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determina la improcedencia de la vía, lo que origina la reserva 

de sus derechos. 

 

 Por ello, se enfatiza que en los casos donde la 

pérdida de la acción derive de la negligencia o de la falta de 

diligencia de las partes, no es dable aducir una afectación al 

derecho a una tutela judicial efectiva, pues ello es atribuible 

exclusivamente al actuar de los interesados. 

 
 En este punto se destaca que la Primera Sala de 

la Suprema Corte de la Nación, al resolver la contradicción de 

tesis 266/2013, señaló que en los casos en que exista un error 

en el desconocimiento de la vía, ello no debe dejar en estado 

de indefensión a las partes; pues un primer error en la vía 

debe presumirse como una equivocación de buena fe procesal 

que no debe dejar a las partes sin derecho a una defensa. 

 
 De esta manera, a pesar de que la parte actora 

ejerció una acción en donde agotado el procedimiento, se 

considera improcedente la vía, e incluso, por resolución y 

previsión legal se le reconocen sus derechos para hacerlos 

valer en la instancia correspondiente, de ninguna manera 

puede estimarse una actitud de desinterés o negligencia de su 

parte el no haber ejercitado la acción desde el inicio en la vía 

correcta; por tanto, es necesario que en estos casos se 

garantice la posibilidad material de acceder a la instancia 

respectiva, si es que se decide hacerlo, pues de otra manera 

implicaría una obstaculización al acceso a la justicia y el 

establecimiento de un derecho ilusorio con respecto a sus 

fines. 

 

Este criterio es acorde con lo que ha resuelto la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

asuntos similares (amparos directos en revisión 1277/2012  y 
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10/2012), donde se ha determinado con motivo de una 

resolución en la que la vía intentada resulta improcedente; en 

aras del respeto de esta garantía y protección del justiciable, 

exige que la decisión de dejar a salvo los derechos implica la 

posibilidad de acudir a la instancia correcta sin poder 

considerar que ha operado la prescripción; por lo que, se debe 

indicar también, que en caso de que la parte promovente 

decidiera ejercer su acción en la vía y forma correspondientes, 

no debe considerarse que ha operado la prescripción, pues su 

cómputo no debe incluir el tiempo en que se tramitó el 

procedimiento en la vía incorrecta. 

 

   En mérito de lo anterior al haber resultado 

fundados los agravios expuestos por el recurrente, lo 

procedente es REVOCAR la sentencia definitiva de quince de 

mayo de dos mil veintitrés, dictada por la Juez Primero Civil 

de Primera Instancia del Primer Distrito Judicial del Estado de 

Morelos, en el expediente 09/2020-3, para quedar en los 

términos precisados en la parte resolutiva de este fallo.  

 

Finalmente se precisa que idénticas 

consideraciones sustentaron el fallo emitido por esta Sala al 

resolver el toca civil número 352/2023-18. 

 
 

Por otra parte, en el caso no es procedente 

realizar condena en costas, debido a que no se surten los 

supuestos legales establecidos en el numeral 159 de la 

Legislación Adjetiva Civil en vigor para hacerlo.  

 
 

Por lo expuesto y fundado en lo dispuesto por 

los artículos 530, 531 y 550 del Código Procesal Civil en vigor, 

es de resolverse y se: 

 

R E S U E L V E: 



“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 
 

27 
                                                                                       

 TOCA CIVIL: 465/2023-7. 
EXP.  NÚMERO: 09/2022-3. 

JUICIO: ORDINARIO CIVIL SOBRE PAGO DE DAÑOS, 
PERJUICIOS Y DAÑO MORAL. 

MAGISTRADO PONENTE: M. EN D. RAFAEL BRITO MIRANDA. 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

 
H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

 

  PRIMERO.  Se REVOCA la sentencia definitiva 

de quince de mayo de dos mil veintitrés, dictada por la Juez 

Primero Civil de Primera Instancia del Primer Distrito Judicial 

del Estado de Morelos, en el expediente 09/2020-3, para 

quedar en los siguientes términos: 

 

“…PRIMERO. Este Juzgado es competente para conocer 
y resolver el presente asunto sometido a su consideración.  
 
SEGUNDO. La vía intentada por 
[No.47]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.48]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.49]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.50]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.51]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.52]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, 
[No.53]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] 
y 
[No.54]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]
, no es la correcta, por lo que se les dejan a salvo sus 
derechos para que los hagan valer en la vía y forma que 
corresponda. Consecuentemente, en atención al derecho a 
una tutela judicial efectiva, en caso de que decidieran 
promover su acción en los términos correspondientes, no 
debe considerarse que ha operado la prescripción durante 
la tramitación del juicio  natural; es decir, en el 
cómputo de la prescripción no debe incluirse el tiempo en 
que se tramitó el procedimiento en la vía incorrecta. 
 
TERCERO. En virtud de lo anterior, se declara nulo todo 
lo actuado en el presente juicio.  
 
 
CUARTO. Al no surtirse ninguno de los supuestos que 
prevé el Código Procesal Civil vigente en el estado de 
Morelos, no ha lugar a realizar condena en gastos y costas 
en esta instancia.  
 
NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE…”. 

 

 

SEGUNDO. No ha lugar a condenar en costas 

en esta segunda instancia, conforme al considerando último 

de esta resolución. 
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TERCERO. Con testimonio del presente fallo, 

remítanse los autos al juzgado de su origen, y en el momento 

oportuno archívese el presente toca civil como asunto 

totalmente concluido. 

 

CUARTO. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y 
CÚMPLASE. 

 

A S Í, por UNANIMIDAD lo resolvieron y 

firman los Magistrados de la Tercera Sala del Primer Circuito 

Judicial del Honorable Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Morelos: Maestra en Derecho MARTA SÁNCHEZ 

OSORIO, Presidenta de Sala, Maestro en Derecho JUAN 

EMILIO ELIZALDE FIGUEROA, Integrante y Maestro en 

Derecho RAFAEL BRITO MIRANDA, Integrante y Ponente 

en el presente asunto, quienes actúan ante la Secretaria de 

Acuerdos, Licenciada NIDIYARE OCAMPO LUQUE, quien da 

fe. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Las firmas que aparecen al final de la presente resolución corresponden al Toca Civil 
465/2023-7, del expediente 09/2022-3.
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No.1 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.2 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.4 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.5 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.6 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.7 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.8 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.9 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser 
un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
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segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.10 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 2 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.11 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.12 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.13 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.14 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.15 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.16 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.17 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.18 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 2 renglon(es) Por 
ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.19 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por 
ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.20 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 2 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.21 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.22 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.23 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.24 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.25 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
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No.26 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.27 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.28 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por 
ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.29 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por 
ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.30 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.31 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.32 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.33 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.34 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
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H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.35 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.36 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.37 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.38 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por 
ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.39 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.40 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.41 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.42 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
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No.43 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.44 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.45 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.46 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.47 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.48 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.49 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.50 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.51 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 



“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 
 

35 
                                                                                       

 TOCA CIVIL: 465/2023-7. 
EXP.  NÚMERO: 09/2022-3. 

JUICIO: ORDINARIO CIVIL SOBRE PAGO DE DAÑOS, 
PERJUICIOS Y DAÑO MORAL. 

MAGISTRADO PONENTE: M. EN D. RAFAEL BRITO MIRANDA. 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

 
H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 

fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.52 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.53 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 
No.54 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un 
dato identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 
segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 
fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 3 
fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Morelos*. 
 


